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"B., J. E. Y OT. 

 C/ HOSPITAL MATERNO INFANTIL

 Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS"

                          CAUSA Nº 48.816 R.S:  290 /08.

-

///la Ciudad de Morón, Provincia de Buenos Aires, a los tres días del mes de Julio de dos mil ocho, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Segunda, del Departamento Judicial de Morón, Doctores  Jose Luis Gallo y Felipe Augusto Ferrari, para pronunciar sentencia interlocutoria en los autos caratulados: "B., J. E. Y OT. C/ HOSPITAL MATERNO INFANTIL Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS", habiéndose practicado el sorteo pertinente -arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires- resultó que debía observarse el siguiente orden: FERRARI-GALLO-, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

1º ¿Es ajustada a derecho la resolución apelada?

2º ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I O N

A LA PRIMERA CUESTION PROPUESTA EL SR. JUEZ DR. FERRARI dijo:

I.- ANTECEDENTES

1) La  Sra. Juez Titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial nro. 11 Departamental en resolución que luce a fs. 803/804vta. dispuso hacer lugar al pedido de consolidación de deudas solicitado por la demandada Municipalidad de Merlo y rechazó el pedido de inconstitucionalidad de la ley 12.774. Impuso costas en el orden causado y difirió la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad.-

2) Contra tal manera de decidir la Asesoría de Menores e Incapaces Dptal ejerciendo la representación tutelar por los menores de edad se alzó interponiendo recurso de apelación a fs. 806, el que fue acordado en relación a fs. 807 y fundado con el memorial de fs. 808/12, que mereció la réplica de fs. 822/24.-

En primer medida el Ministerio Pupilar se agravia por entender que si bien la legislación dictada a raíz de la emergencia económica -entre la  que se encuentra la ley de consolidación de la deuda pública- ha tenido su validez para salir de la crisis social que se ha vivido y si bien parecieron lógicas en un sistema financiero colapsado, cierto es que su vigencia actual desvirtúa su origen, en tanto no debe abrogarse carácter de perpetuidad.- 

En segundo lugar, entiende que a fin de lograr el interés superior de los niños, el Estado Argentino asumió el compromiso de encausar sus políticas a la Convención de los Derechos del Niño debiendo tomar medidas tendientes a la protección y el resguardo de los derechos allí consignados, como así también en las disposiciones de los art. 75, inciso 22 de la CN y 36, inciso 2do de la CP.-

Continua diciendo que no puede el estado por su deficiente administración perjudicar a los individuos mas débiles e indefensos, en este caso, los menores, incumpliendo de esta manera el compromiso asumido internacionalmente.- 

 Argumenta que con la normativa aplicada justamente se va en contra de este postulado, resultando contradictoria la postura asumida por el Estado Nacional toda vez que aplicando la legislación de consolidación de deuda pública implica la violación del deber estatal de asegurar el mejor nivel de vida posible al imposibilitarle  al menor la percepción en efectivo de la indemnización fijada en sentencia judicial firme, recurriendo en consecuencia al pago con bonos; se obsta de esta manera a la satisfacción de las necesidades alimentarias básicas repercutiendo no solo en recibir la mejor alimentación posible sino también en su sanidad física y psíquica que sin lugar a dudas quedaron truncas al fallecer su madre.-  

Finalmente solicita se revoque el fallo recurrido y se declare la inconstitucionalidad de la ley 12.774 para el presente caso respecto de las sumas que corresponden a los menores de edad y que poseen carácter alimentario.- 

A los términos del memorial recursivo cabe remitirse brevitatis causae.-

3) Finalmente, y previo Informe Actuarial, a fs. 967vta. se llamó "AUTOS" en providencia que a la fecha se encuentra consentida dejando las actuaciones en estado de dictar la presente.-

II.- SOLUCION PROPUESTA

1)
El memorial con el que se sustenta el recurso satisface aquellos recaudos del artículo 260 del C.P.C.C. en cuanto a la crítica concreta, razonada, autónoma y autosuficiente de la decisión apelada; estimo que -en el punto- no le asiste razón al municipio en cuanto, al replicar los agravios (fs. 822/24), estima lo contrario; ello es así en tanto de la lectura de la fundamentación se desprende claramente que la Asesoría procura rebatir los argumentos esgrimidos por el magistrado de origen de una manera concreta y razonada como lo exige la normativa, toda vez que a lo largo de su fundamentación esgrime suficientes elementos argumentativos al pretender se declare inconstitucional de la normativa debatida y su consecuente inaplicabilidad al caso de autos.-  

De este modo, a contrario de lo pretendido por la accionada,  juzgo satisfechos los recaudos del artículo 260 del C.P.C.C. por lo que paso -entonces- a ocuparme del fondo del asunto (art. 266 in fine del C.P.C.C.).-

2) Así las cosas, y planteado como viene el tema,  previo a ingresar al tratamiento de la cuestión traida corresponde determinar si el presente caso de autos se encuentra alcanzado por la normativa cuya tacha de inconstitucionalidad hoy viene efectuada pues solo si la norma lo rige deberemos ingresar en el análisis de la objeción constitucional que a su respecto se está formulando (esta Sala en causa nro. 47.785 R.S. 62/03, entre otras).-

En tal sentido debemos observar que  estamos frente a un proceso de conocimiento promovido, entre otros, contra el Estado Municipal por el fallecimiento de la Sra. A. en el Hospital Materno Infantil "Pedro Chutro" acaecido en fecha 22 de Enero de 1996 y en el que esta Alzada ya ha dictado sentencia definitiva, haciendo lugar al reclamo, encontrándose firme -fs. 733/753-. 

El art. 24 y 25 de la ley 12.774, autoriza a los Municipios de la Pcia de Buenos Aires a consolidar las obligaciones a su cargo así como las de sus organismos descentralizados y autárquicos, vencidas o con causa o título anterior al 31 de Octubre de 2001 que no estén alcanzadas por las leyes 11.192, 11.756 y 12.532 y que consistan o se resuelvan en el pago de sumas de dinero, entre otros casos cuando medie o hubiera mediado controversia judicial.-

Asimismo la consolidación sólo puede viabilizarse si las respectivas sentencias judiciales condenatorias se  encuentran firmes (art. 25).- 

Si bien la normativa citada establece un régimen de excepción para diversos supuestos (art. 26) casos como el de autos no se encuentran dentro de ellos en tanto los  montos fijados superan holgadamente el limite fijado por el inciso a).-

De lo dicho se desprende que el caso de autos se encuentra dentro de los supuestos previstos por la ley 12.774, circunstancia que -valga señalarlo- nadie discute.-

Ahora sí, sobre tal plataforma, corresponde abordar el tratamiento de la cuestión planteada para lo cual entiendo necesario preliminarmente poner de resalto que en voto de ésta Sala (ver causa nro. 46.598, R.S. 34/02; 47.140, R.S. 204/02) he sostenido con respecto al control de constitucionalidad que ejercen los jueces en el marco de un proceso que:

   (...)

 "1) los jueces mal podemos ser ajenos al medio en el cual transitamos nuestras vidas; somos simplemente hombres a los cuales se les ha conferido la delicada función de juzgar, de conjugar los conceptos "justicia" y "equidad" aplicando e interpretando las normas jurídicas y resguardando la jerarquía de las mismas a partir de la ley suprema que estructura el estado y consagra los derechos y garantías de los habitantes.-"

"Y en el ejercicio de tal delicada función debemos preservar principios fundamentales que hacen al Estado de Derecho que es ineludible connotación de toda República que pretenda ser tal; la jurisdicción es elemental e imprescindible resguardo del respecto al principio de supremacía de la Constitución, a la estructura del Estado que la misma propone, a los derechos y garantías fundamentales y a los derechos humanos de los habitantes; cuando hablo de la estructura del estado me refiero al angular principio de la división de poderes, a las facultades de los mismos y a su interrelación; cuando hablo de derechos hago obvia referencia a aquellos que siendo inherentes a la persona por el solo hecho de ser tal son anteriores al Estado mismo: derecho a la vida, libertad individual, defensa, inviolabilidad de la propiedad, del domicilio, del debido proceso entre los más importantes; y cuando hablo de garantías apunto a la jurisdicción misma que debe resguardarlos, al habeas corpus, al amparo, al habeas data (arts. 1, 14 a 19, 33, 43, 75 inc. 22 y ccdtes. Const. Nac.; arts. I, IX, X, XVIII Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; arts. 3, 6, 8, 9, 10, 17 Declaración Universal de Derechos Humanos; arts. 4, 5, 8, 9 Convención Americana sobre Derechos  Humanos; arts. 10, 11, 12, 13, 15, 16, 20, 23, 24, 25, 26, 27 y 36 Const. Pcial; y demás normas concordantes)".-

(...)

"En tal situación, ante los concretos planteos de los justiciables, los jueces no podemos permanecer impávidos ni eludir o postergar las decisiones; sostener lo contrario puede ser cómodo al no entrometerse en asuntos habitualmente referidos a los poderes políticos o que puedan bordear una zona conflictiva en las relaciones del poder".-

"Quien tiene la obligación de juzgar debe tener la determinación de decidir en tiempo propio "aquí y ahora" no es lo mismo que "allá y mañana"; la demora en tomar decisiones puede implicar el aniquilamiento de los derechos de raigambre constitucional que nos comprometimos a cumplir y hacer cumplir al jurar los cargos que ejercemos".-

"No se trata de que los jueces pretendan asumir la suma del poder público, como con total liviandad hemos escuchado en los últimos tiempos; se trata que dentro del marco de nuestras obligaciones-atribuciones, hagamos cumplir la ley y respetar la jerarquía normativa vigente de la cual nos hablaba Kelsen; dije al respecto al votar en primer término en el Acuerdo en la causa 46.598, R.S. 34/02 sentencia del veintiséis de Febrero de dos mil dos: "no se trata que los jueces revisen todos y cada uno de los actos del poder político, concretando lo que se ha dado en llamar "el gobierno de los jueces"; sí se trata que ejerzan, en casos como el que nos ocupa, el control de constitucionalidad, lo cual hace precisamente al equilibrio de los poderes de todo Estado Republicano". El control de Constitucionalidad que deben ejercer la Corte Suprema y los tribunales inferiores está consagrado por los artículos 31 y 116 de la Constitución Nacional originado en similar norma de la de EEUU y puede ser ejercido aún de oficio como el cimero Tribunal Nacional lo decidiera en autos "Mill de Pereyra, Rita Aurora; Otero, Raúl Ramón y Pisarello, Angel Celso c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Demanda Contencioso Administrativa", sentencia del 27 de Septiembre de 2001".-

 (...)

"Son los jueces a través del control de constitucionalidad el último refugio al cual pueden recurrir los habitantes cuando ven (...) vulnerados sus derechos fundamentales".-

"Y lo dicho no es producto sólo de mi opinión personal, sino que está avalado por la más autorizada doctrina (BIDART CAMPOS, Germán J. La interpretación y el control constitucional en la jurisdicción constitucional, págs. 118 y sigtes; MORELLO, Augusto Mario. Constitución y Proceso, la nueva edad de las garantías jurisdiccionales, págs. 255 y sigtes; HITTERS, Juan C. Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación, págs. 682 y sigtes; SOLA, Juan Vicente. Control judicial de constitucionalidad; entre muchos otros)".-

"Como colofón de estos conceptos previos opino que no puede haber auténtica paz social si no se respetan las reglas de juego básicas de la sociedad que son la Constitución y las leyes; no puede haber superación justa de ninguna emergencia sin el respeto a aquellas normativas; y es función primaria de los jueces asegurar y restablecer aquel respeto que hace al Estado de Derecho".-

Sentado ello pasaré a analizar si las normas cuestionadas  resultan acordes con los preceptos  Constitucionales; ello no sin antes dejar sentado que  si bien en la Causa nro. 52.180 (R.S. 741/05) siguiendo la tesitura del Superior Tribunal he dado mi voto por la constitucionalidad de la ley 12.774 por entender en aquella oportunidad que en la cuestión allí debatida la aplicación de la ley se encarrilaba dentro de los parámetros de la carta magna no generando menoscabo en los derechos amparados por la misma el presente ostenta innegables diferencias con aquel, DESDE QUE AQUÍ EXISTEN MENORES INVOLUCRADOS con lo cual difieren las circunstancias del caso en las que, obligadamente, debemos abrevar para decidir (art. 171 in fine Const. Pcial.; esta Sala en causa nro. 52.888 R.S. 384/06) so pena de incurrir en un injustificable déficit motivacional.-

En tal sentido, entonces, realizaré mi razonamiento conforme los argumentos expuestos en los párrafos precedentes.-

Como ya he hecho referencia, la ley 12.774 en su artículo 24 otorga facultad a los Municipios de la Pcia. de Buenos Aires para consolidar las obligaciones a su cargo así como las de sus organismos descentralizados y autárquicos, vencidas o con causa o título anterior al 31 de Octubre de 2001 que no estén alcanzadas por las leyes 11.192, 11.756 y 12.532 y que consistan o se resuelvan en el pago de sumas de dinero, entre otros casos cuando medie o hubiera mediado controversia judicial. 

A su vez el art. 30 dispone que el pago de las deudas que se consoliden se efectuará mediante la entrega de títulos denominados “Certificación de Deuda Municipal” autorizándose a los municipios a su emisión por un plazo de vigencia de 10 años a partir de su fecha de emisión (1 de Noviembre de 2001) conforme lo establece el art. 32 de la ley. 

Por último y en los que al análisis interesa el art. 36 establece que la ley es de orden publico y que toda interpretación deberá efectuarse a  favor de su plena aplicación y vigencia.- 

Ya ingresando al análisis de los temas planteados, vemos que -al fundamentar su recurso- el Asesor de Menores esgrime que la legislación que dispone la consolidación de deudas publicas ha sido dictada para paliar una situación de emergencia nacional, pero que de modo alguno puede perpetuar su vigencia en lo temporal.- 

En este aspecto debo subrayar que -como lo he sostenido en causa 50.068 (R.S. 547/04); 52.180 (R.S. 741/05) entre otras- "es bien sabido que el sistema de consolidación implica transformar en deuda consolidada la deuda pública flotante, en el caso en que los Estados no puedan afrontar la deuda normal de administración con los recursos presupuestarios anuales".- 

(...)

"Una cosa es la vigencia temporal de la declaración de emergencia, otra muy distinta es que las obligaciones de causa o título anterior a la fecha de corte se consoliden o no, con los efectos que emergen de la ley, no surgiendo que las normas consolidadoras (arts. 24 y sigtes. de la ley 12.774) hayan dejado de tener vigencia".- 

Por ello son claros los efectos y la virtualidad temporal de la normativa en cuestión, no asistiéndole razón al Asesor por cuanto, si la deuda se consolidara a raíz de la aplicación de una norma, tal situación produciría los ya mencionados efectos.-

Es tiempo, entonces, de analizar si las disposiciones contenidas en la ley (y especialmente los efectos de su aplicación al caso)  se adecuan al marco constitucional.-

Paso a explicarme.-

Como ya lo indicaba,  estamos ante un proceso de conocimiento promovido, entre otros, contra el Estado Municipal en el que se reclama una indemnización por los daños y perjuicios sufridos a raíz del fallecimiento de la Sra. A.  en un hospital municipal y en el que ya se ha dictado  sentencia definitiva, haciendo lugar al reclamo, encontrándose firme.-

A los menores se les han reconocido determinadas sumas en concepto de "valor vida" en los términos del art. 1084 del Código Civil.-

Debo entonces recordar que las sumas fijadas en concepto de valor vida por la muerte del progenitor revisten el carácter de crédito alimentario, tal como lo tengo dicho en mi voto en causa nro. 50.147, R.S. 164/05, entre muchas otras.-

De esta forma puede observarse que repercute en forma negativa la facultad del estado municipal de diferir el pago de los montos de condena cuando los mismos tienen carácter alimentario; NO ES YA UNA SIMPLE LIMITACIÓN TEMPORAL: cuando se trata de cuestiones alimentarias el solo transcurso del tiempo es ya, de por si, un perjuicio de imposible reparación ulterior (esta Sala en causa nro. 49.611, R.I. 248/03).-

Por otro lado, es claro que las normas consolidadoras no pueden operar por fuera de la Constitución Nacional.-

La normativa en cuestión, al no hacer una diferenciación ni eximición para los supuestos en que se hallen de por medio intereses de menores de edad, incurre -a mi modo de ver- en una clara violación a la preceptiva constitucional, por cuanto -como bien lo sabemos- LA CONVENCIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO TIENE TAL JERARQUÍA (art. 75 inc. 22).-

Al respecto su art. 3 establece claramente en su inciso 2do. que "los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de el ante la ley y, con ese fin, tomarán las medidas legislativas y administrativas adecuadas".-

Por su parte el art. 4 de la misma Convención de modo mas genérico establece que "Los Estados partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole apropiadas para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención".-

A su vez, el artículo 27 de la misma Convención nos habla de la responsabilidad de los progenitores por la manutención del menor, debiendo (ap. 4) tomar los estados todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimentaria por parte de los padres U OTRAS PERSONAS QUE TENGAN LA RESPONSABILIDAD FINANCIERA POR EL NIÑO.- 

Complementando todo lo expuesto, el artículo 3º párrafo 1º de dicha Convención es claro al establecer que en las medidas concernientes a los niños que tomen, entre otros organismos, los tribunales una consideración primordial a la que se atenderá será el interés superior del niño. Al respecto hemos dicho en esta Sala que "existe un único objetivo en estas cuestiones minoriles que es el interés superior del niño comprometido en cada situación que se presenta" (esta Sala en causa nro. 47.026, R.S. 314/02). Aunque, bien se expone doctrinariamente, que el concepto de "interés superior del niño" es un término flexible, toda vez que permite y a su vez exige que -en cada caso puntual- se lo califique y redefina, atendiendo a las particularidades de la situación, dependiendo -en cada caso- de circunstancias específicas; esta particularidad -se dice también- llevará a los órganos de aplicación a asumir la importantísima tarea de "descubrir" qué curso de acción llevará a la defensa del interés superior del niño en cada  caso particular; aclarándose que lo que la Convención establece es que resulta obligatoria para esos agentes la búsqueda que lleve a ese "descubrimiento" de qué es lo que mejor resguarda ese interés superior del niño (Martinez Ruiz,  Analia en  AAVV, Ines  M. Weinberg, directora. Convención sobre los derechos del niño, p. 101).-

En tal contexto, es claro que -en casos en el que se encuentran de por medio intereses de menores de edad con relación a su sustento material- se debe privilegiar, antes que el interés del estado, el derecho de los mismos.-

Por otro lado nuestra Carta Magna provincial en su art. 36, establece que la Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos que afecten o impidan o afecten el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, reconociendo en su inc. 2do. y 3ero. los derechos sociales de la niñez haciendo referencia a la protección y formación integral y al cuidado supletorio del estado, como así también el derecho de la juventud a desarrollar sus aptitudes y promover la participación e inserción laboral. Esto se traduce en los derechos tales como la alimentación, la educación, y el cuidado del que los mismos son pasibles por su condición minoril.- 
Como puede observarse y siguiendo el hilo argumental, con la postergación temporal de los derechos de los menores, se lesionan claramente derechos elementales y fundamentales enumerados por la Constitución Nacional y la Provincial, contrariándose el juego armónico de lo dispuesto por los artículos 3, 4 y 27 (fundamentalmente ap. 4) de la Convención sobre Derechos del Niño, 36 de la Constitución Provincial y 1084 del Código Civil desde que, privados los menores de uno de sus progenitores como consecuencia de la responsabilidad del ente comunal, la aplicación de la normativa en cuestión implica la dilación del pago de las sumas necesarias para su subsistencia no siendo acertada la postulación del ente comunal en el sentido de que sería el otro progenitor quien debiera proporcionarles sustento, desde que ello implicaría hechar por tierra las previsiones del art. 1084 que vengo citando.-

A ello cabe agregar que la S.C.J.B.A. (Ac. 83.679 de fecha 28 de Agosto de 2002) ha prescindido de aplicar las normas de consolidación en casos donde hubiera menores involucrados y dicha preceptiva implicara el desconocimiento sustancial de lo decidido.-

La Corte Suprema de Justicia de la Nación también consideró ‑en un caso similar al de autos‑ que "ante la excepcional situación del beneficiario de la indemnización la compatibilidad constitucional de un sistema como el que establece la ley 23.982 dependía de la adecuación del medio al fin perseguido, es decir, que en el asunto concreto no se destruya la sustancia del derecho reconocido en la sentencia y que la ley se tornaba incompatible con la garantía de los arts. 17 y 18 de la Constitución nacional, ya que la reparación integral exigía la atención inmediata de la ceguera y del sistema auditivo del actor y de sus afecciones de orden psíquico y estético" (v. C.S.J.N. Escobar, Héctor O. v. Fabrizio, Daniel y otros, en “Jurisprudencia Argentina”, 1995‑IV‑295).-
Por ello, en situaciones como la presente, las normas consolidadoras devienen -a mi modo de ver- inconstitucionales.-

En tal contexto, tal los argumentos esgrimidos y de acuerdo con los alcances del recurso (ver fs. 811 y especialmente 812 in fine), la inconstitucionalidad y la consecuente inaplicabilidad de la ley 12.774 al presente deberá circunscribirse a las sumas fijadas en concepto de valor vida de los menores representados -a los efectos recursivos- por el Sr. Asesor de Incapaces.-

Por todo lo expuesto, y con el deber que me impone el art. 57 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, propondré se modifique la resolución apelada en cuanto desestima totalmente el planteo de inconstitucionalidad, admitiéndose parcialmente el mismo y declarándose inconstitucional e inaplicable lo establecido por los arts. 24, 25, 30, 32, y ccdtes. de la Ley 12.774 a las sumas reconocidas en concepto de valor vida a los menores representados por el Sr. Asesor de Incapaces apelante.-

Las costas de Alzada deberán ser impuestas a la Municipalidad de Merlo por revestir el carácter de objetivamente vencida en la cuestión debatida (art. 68 del C.P.C.C.).-

Lo expuesto me lleva a votar en la primera cuestión propuesta por 

LA NEGATIVA
A la misma cuestión, el Señor Juez Doctor GALLO, por iguales consideraciones y fundamentos a los expuestos precedentemente, adhiere votando también por

LA NEGATIVA

A LA SEGUNDA CUESTION PROPUESTA EL SR. JUEZ DR. FERRARI dijo:

Tal los argumentos explicitados por mi en el voto precedente, y si los mismos se comparten, se deberá modificar la resolución apelada en cuanto desestima totalmente el planteo de inconstitucionalidad, admitiéndose parcialmente el mismo y declarándose inconstitucional e inaplicable lo establecido por los arts. 24, 25, 30, 32, y ccdtes. de la Ley 12.774 a las sumas reconocidas en concepto de valor vida a los menores representados por el Sr. Asesor de Incapaces apelante.-

Las costas de Alzada deberán ser impuestas a la Municipalidad de Merlo por revestir el carácter de objetivamente vencida en la cuestión debatida (art. 68 del C.P.C.C.).-

ASI LO HE VOTADO
A la misma cuestión, el Señor Juez Doctor GALLO, por iguales consideraciones y fundamentos a los expuestos precedentemente, adhiere votando en el mismo sentido que el Doctor FERRARI.-
Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A
AUTOS Y VISTOS: CONSIDERANDO: Conforme al resultado obtenido en la votación que instruye el Acuerdo que antecede, SE MODIFICA la resolución apelada en cuanto desestima totalmente el planteo de inconstitucionalidad, ADMITIENDOSE parcialmente el mismo y declarándose inconstitucional e inaplicable lo establecido por los arts. 24, 25, 30, 32, y ccdtes. de la Ley 12.774 a las sumas reconocidas en concepto de valor vida a los menores representados por el Sr. Asesor de Incapaces apelante.-

Costas de Alzada a la Municipalidad de Merlo objetivamente vencida en la cuestión debatida (art. 68 del C.P.C.C.).-

REGISTRESE. REMITASE encomendándose a la Instancia de Origen las pertinentes notificaciones.-

Dr. JOSÉ LUIS GALLO
         Dr. FELIPE AUGUSTO FERRARI

        Juez                              Juez

Ante mí: Dr. GABRIEL HERNAN QUADRI

Secretario de la Sala Segunda de la

Excma. Cámara de Apelación en lo Civil

y Comercial del Departamento Judicial

de Morón


